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5.2.5 Hogar Infantil (HI)

Los hogares infantiles están diseñados para garantizar el desarrollo integral del menor entre los 6 
meses y los 6 años, y para apoyar a la familia en su función de asistencia y protección del niño. 
A través de los HI, el ICBF se propone fortalecer la organización y participación comunitaria. El 
programa favorece a niños en el rango de edad anotado, pertenecientes a familias en condiciones de 
vulnerabilidad económica, social y psicoafectiva y en especial, los ubicados en los niveles 1 y 2 de 
Sisbén. Se prioriza la atención de niños con padres o acudientes que se ausentan del hogar durante 
el día, en razón a su trabajo o estudio, los menores discapacitados, trabajadores, desplazados o con 
alguna condición de riesgo y vulneración de sus derechos.

Las acciones adelantadas en los HI se relacionan con nutrición, salud, saneamiento ambiental, 
socialización, desarrollo psicosocial, fortalecimiento de las relaciones dentro de la familia, la comunidad 
y el medio infantil; formación a padres de familia y adultos; organización para la participación 
comunitaria; y vinculación del Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF) en desarrollo de 
planes y acciones en favor de la niñez y la familia. La atención puede ser de tiempo completo, que 
corresponde a la asistencia por 8 horas diarias y durante 5 días a la semana, y jornada alterna en la 
cual se asiste 4 horas diarias durante 5 días por semana. El número de usuarios en cada centro está 
determinado por las condiciones de infraestructura física, recurso humano, la cofinanciación y los 
cupos contratados. 

En los HI las tasas compensatorias se rigen por el Acuerdo 005 de 2002 del Consejo Directivo del 
ICBF. En 2005, dichas tasas oscilaron entre el 2% y el 10% del salario mínimo mensual legal vigente. 
El porcentaje es del  2% cuando se devenga un ingreso equivalente a un salario mínimo o se carece 
de ingresos. Se paga el porcentaje máximo (10%) cuando el ingreso supera los 5 salarios mínimos 
legales. Cuando el hogar es de jornada alterna se paga como mínimo el 70% del valor cancelado en 
los HI de jornada completa.

5.2.6 Selección de los usuarios en HI

Los criterios y puntajes consignados en el cuadro 12 son los adoptados para la selección de los 
beneficiarios de los HI, cuya aplicación puede conducir a quien diligencia el formulario a incorporar 
criterios subjetivos. El puntaje máximo que puede alcanzar un aspirante es de 30 puntos y el mínimo 
de 10. Las opciones de respuesta a la pregunta 1 marcan claramente la orientación de la atención a los 
menores de padres que laboran y en particular para quienes lo hacen fuera del hogar. 

Se deja a criterio del encuestador o entrevistador dónde ubicar una respuesta no considerada. Así por 
ejemplo, al preguntar ¿con quién vive el niño?, no se incluye la opción con un adulto diferente a los 
padres pero tiene quien lo cuide; se da la opción de que el menor viva con padre o madre solamente 
que trabaja fuera del hogar o no trabaja por incapacidad física comprobada, sin embargo, es factible 
que ese padre o madre no trabaje independientemente de su estado físico, ¿qué hacer entonces ante 
este caso? y ¿cómo proceder cuando los padres trabajan dentro del hogar y es difícil que destinen 
tiempo al cuidado del niño?

Los criterios en el punto 4 combinan características de vivienda con la condición de tenencia de la 
misma. De esta forma, Invasión, asociada a la tenencia de vivienda como ocupante de hecho, debería 
estar incluida entre las opciones en el punto 3. La ocupación de hecho como forma de tenencia no se 
considera entre las opciones de respuesta suministradas.
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Cuadro 12. Criterios para la selección de los niños en los Hogares Infantiles.

En el conjunto de criterios incluidos en el punto 3 bajo el encabezado vivienda, debería incluirse 
la opción: vive en casa de un familiar y no paga arriendo. En el país se encuentran personas que 
residen en cuartos que pueden corresponder a inquilinato, pero también hay quienes residen en 
cuartos ubicados en otras estructuras como edificios destinados a uso industrial, comercial o de 
servicio –parqueaderos, depósitos, bodegas, iglesias, colegios, fábricas, etc.–; edificios anteriormente 
destinados a una unidad de vivienda tipo casa, pero reformados en dos o más viviendas; edificios para 
apartamentos –cuartos para portero o celador–.

Para revisar la operatividad de la selección de beneficiarios de los HI se utilizó el módulo sobre 
cuidado de la Encuesta de Calidad de Vida del DANE (2003) aplicado a los niños menores de 5 años. 
El primer inconveniente al aplicar los criterios de selección en el cuadro 12 está en las posibilidades 
excluidas entre las categorías suministradas. De esta forma, si se parte de las respuestas a la pregunta 
¿Dónde o con quien permanece…… durante la mayor parte del tiempo entre semana?, incluida en la 
ECV2003, se obtienen los resultados consignados en el cuadro 13. 
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Cuadro 13. HI: Pérdida de información resultante de aplicar 
los criterios de focalización

La mayor pérdida resulta de los criterios en la primera pregunta ¿Con quién vive el niño? Sólo para 
un 15% de los menores de 5 años, se puede dar respuesta plena a esa pregunta. Tal como se anotó, 
las opciones posibilitan la exclusión de población. En un evento dado, al clasificar los potenciales 
beneficiarios se da cabida a la subjetividad o a la aplicación del criterio del entrevistador. Otra pérdida 
de información se refiere al criterio denominado vivienda, a partir del cual se quiere calificar el tipo 
de tenencia de la misma. En este caso, si se parte de la ECV2003, es imposible clasificar al 24,4% de 
los menores de 5 años. Finalmente, la imposibilidad de determinar con quién vive el niño o quien lo 
cuida, lleva a que sólo se pueda generar el puntaje al 12% de los niños menores de 5 años. 

Ahora bien, si se toman los niños para los cuales se logra asignarles puntaje, ¿cuál es la capacidad del 
criterio de focalización para discriminar a la población potencialmente beneficiaria de los HI? Para 
responder esta pregunta se toma el grupo de niños, que conforme a la ECV2003, asiste a un hogar 
comunitario, guardería o preescolar, cuyos puntajes medios se consignan en el cuadro 14. Para el 
primer criterio, con quién vive el niño, se asignaron 2 puntos a los menores de 5 años que viven con 
uno o sus dos padres y que asisten a guardería o jardín93. 

Cuadro 14. Puntaje para menores que asisten a una guardería o jardín. 2003

93 Se asume que existen otros adultos que lo cuidan como se plantea en el instrumento del ICBF.
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El valor máximo alcanza los 30 puntos y se determina como, beneficiarios de los HI, a los niños 
con los puntajes más altos. Para los niños que asistían a un hogar infantil en 2003 se calculó en 
promedio un puntaje de 17,75 puntos, que no difiere estadísticamente del reportado para quienes 
asisten a un hogar comunitario del ICBF (17,83 puntos), o a una guardería, preescolar o jardín oficial 
(17,91 puntos). El puntaje medio calculado para los niños en HI sólo difiere estadísticamente del 
correspondiente a los atendidos en una institución privada. Visto de otra forma, tanto los niños que 
asisten a hogar comunitario del ICBF, como quienes acuden a guardería, hogar infantil del ICBF o a 
un jardín oficial, se concentran entre un 56% y un 58% por ciento en el rango de 10 a 20 puntos. 

Lo anterior significa que la aplicación de los criterios adoptados para la selección de los beneficiarios 
de los HI puede carecer de capacidad para diferenciar poblaciones con características socioeconómicas 
diferentes. Según la ECV2003 los niños que asisten a un hogar comunitario se concentran en el cuarto 
decil de ingreso, mientras que quienes acuden a un HI se clasifican, en promedio, en el quinto decil.
 
De esta forma, al revisar los puntajes Sisbén de los niños asistentes a uno u otro tipo de institución 
se encuentran diferencias importantes. El puntaje Sisbén promedio calculado para los beneficiarios 
de hogares comunitarios es 21,60 puntos, frente a una media de 26,87 para los menores que acuden 
a un HI (cuadro 14)94. El puntaje Sisbén promedio para los niños en HI es estadísticamente diferente 
del obtenido para los usuarios de guardería o jardín oficial. la existencia de diferencias significativas 
entre los promedios para el hogar comunitario y el jardín oficial, implica establecer un ordenamiento 
de acuerdo con las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios de una u otra institución.

En el cuadro 14, también se resaltan las diferencias en el promedio de ingreso per cápita para los 
niños que asisten a las distintas instituciones. Los menores ingresos son, como es de esperar, para los 
beneficiarios de los hogares comunitarios, situación que refuerza el anterior argumento. En 2003 el 
promedio de la cuota mensual de participación era de $17.738,2 en los HI frente a otra de $9.189 en 
los HCB, valores que llegan a representar el 1,7% del ingreso del hogar en el primer caso y el 2,4% 
en el segundo.

La cuota de participación en los HI es similar a la correspondiente a los jardines del DABS –jardín 
infantil, casa vecinal y jardín social– con un valor promedio mensual de $18.054,4 y a las aplicadas en 
los jardines o guarderías oficiales que alcanzan un promedio mensual de $16.455,5. 

5.2.7 Hogar Infantil: de la eficiencia en la focalización

Al definir la población objeto de focalización, se argumenta que la selección priorizará a la población 
en los niveles 1 y 2 de Sisbén. De acuerdo a la ECV2003, un 75,1% de los beneficiarios corresponde 
a esos niveles y constituiría, por tanto, la población objetivo del programa. Es decir, que alrededor 
del 25% de los usuarios cuenta con una capacidad de pago que le permitiría acceder a los servicios a 
través de otro tipo de institución.

94  Esas medias son estadísticamente diferentes con una t de dos colas de -4,884.
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Cuadro 15. Porcentaje de usuarios en Sisbén 1 y 2, en quintil 1 de ingreso. 2003

La magnitud de las cuotas de participación y el uso de diferentes criterios de focalización están 
asociados a la menor proporción de usuarios en niveles 1 y 2 de Sisbén en los HI cuando se comparan 
con los HCB o con los jardines oficiales. En el cuadro 15 se incluye el peso de los usuarios Sisbén 
para las distintas instituciones mencionadas. Exceptuados los jardines privados, es a los HI a donde 
acude la menor proporción de beneficiarios en el primer quintil de ingreso. De lo anterior se puede 
concluir que es necesario evaluar la focalización del programa, pues su eficiencia o capacidad para 
incluir exclusivamente a la población más pobre puede ser relativamente débil.

5.2.8 Hogar Infantil: resultados en campo

En el estudio de campo se realizó un análisis de la prestación de este servicio, y se verificó la 
presencia de asimetrías en la selección, las cuales resultan de adoptar la ubicación geográfica entre los 
mecanismos de focalización.

Los coordinadores del HI son personas capacitadas por el ICBF en la prestación del servicio; entre 
ellos sólo el 29% de los entrevistados asegura tener algún tipo de educación superior. La experiencia 
promedio entre los coordinadores es de 18 años. En función de los años de experiencia se presentan 
diferencias en la aplicación de los criterios de selección como la preferencia por los niños más 
desprotegidos, el estrato socioeconómico, la guía técnica y las visitas domiciliarias. 

Los criterios de selección en las diferentes regiones no son homogéneos y están marcados por la 
subjetividad. En el proceso de selección de los beneficiarios se tiene en cuenta el cumplimiento de 
requisitos de identificación como registro civil, certificado Sisbén y certificado de vacunación. Para 
el 43% de los entrevistados los trámites son difíciles, porque los padres de familia no cumplen a 
cabalidad con los requisitos.

De acuerdo con los lineamientos técnicos del proceso de focalización, la adjudicación del servicio se 
da a población en condiciones de vulnerabilidad económica, social y psicoafectiva. En la práctica, sin 
embargo, en coincidencia con las respuestas otorgadas por las madres comunitarias, para un 14,3% 
de los coordinadores del HI la vulnerabilidad alude a una situación de abandono, pobreza o riesgo. 
Un 28,6% refiere condiciones económicas difíciles o necesidad. 

El 80% de la población atendida efectivamente se ubica en los niveles 1 y 2 del Sisbén que se usa 
como requisito básico para la selección de beneficiarios. Los estratos socioeconómicos 1 y 2  para 
pago de servicios públicos se mencionan frecuentemente como un de los criterios de focalización; 
sin embargo, se presentan inconsistencias en algunos municipios por los problemas propios de la 
estratificación en cuanto a las características del entorno como infraestructura vial y condiciones de 
la vivienda.
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Un problema presente en varios municipios es la falta de cobertura de los HI, puesto que su 
infraestructura no satisface la demanda potencial. Adicionalmente, como la cuota es relativamente 
alta, aunque varía en función del ingreso de los padres, las personas con escasos recursos prefieren 
acceder a otro tipo de servicio.

La principal recomendación realizada por los prestadores del servicio es la de asignar un presupuesto 
más alto a los HI, con el fin de mejorar la infraestructura e incrementar la proporción de población 
atendida. Los prestadores sugieren, incrementar el valor de la cuota de participación para obtener 
mayores recursos y suplir las necesidades del programa; sin embargo esta última recomendación 
constituye un paso hacia una mayor exclusión de la población más pobre.

5.2.9 Asistencia nutricional al escolar, adolescente (Restaurantes escolares)

Este programa tiene por objetivo contribuir al acceso a la asistencia regular y evitar la deserción 
escolar de menores pertenecientes a familias con vulnerabilidad social y económica, matriculados en 
establecimientos educativos del sector público. Los restaurantes escolares deben funcionar en locales 
construidos para tal fin en centros educativos, o en espacios comunitarios que cumplan con las 
condiciones requeridas. Las raciones de alimentación se suministran a cada alumno por un mínimo de 
120 días. La norma establece que el aporte nutricional de cada almuerzo debe alcanzar como mínimo 
el 30% de las calorías diarias y los nutrientes establecidos como estándares para el grupo de edad 
correspondiente.

A partir de 2004 se reemplaza la focalización individual por la del establecimiento educativo, y se da 
prioridad a los ubicados en el área rural. Los centros educativos los selecciona el Consejo de Política 
Social de cada municipio, entre los de naturaleza pública que imparten preescolar y básica primaria, 
y a los cuales acude población con vulnerabilidad socioeconómica, clasificada en los niveles 1 y 2 
de Sisbén. En caso de no disponer de esa categorización se utiliza la ubicación del establecimiento 
en estratos 1 y 2 de la clasificación catastral95. Los centros de educación pública en el área rural o 
indígena seleccionados, atienden grupos étnicos o población desplazada.

Se tiene como meta el desmonte total de las cuotas de participación canceladas por los beneficiarios 
de los almuerzos, mientras tanto han sido fijadas entre un 25% y 30% del valor de un salario diario 
mínimo legal vigente.

5.2.10 Restaurante escolar: resultados en campo

Los restaurantes escolares buscan prestar asistencia nutricional a la población pobre y vulnerable. 
Su principal inconveniente es la falta de cupos que lleva a excluir de la ración diaria, a un número de 
usuarios potenciales. Entre los 10 municipios visitados, sólo en Pamplona, Túquerres y Palmira el 
servicio cubre el 100% de los alumnos; en los municipios restantes, los recursos disponibles permiten 
prestar el servicio a menos del 70% de la población estudiantil.

El Sisbén es reportado por el 50% de los coordinadores de restaurante entrevistados. Pero no se 
observa unanimidad con respecto a la identificación de los beneficiarios, sino más bien una diversidad 
de herramientas utilizadas contradictoriamente. Se desea atender al total de la población, pero el pago 
de la cuota excluye a usuarios que, dadas sus condiciones de nutrición, requieren el servicio de manera 

95 Estratificación socioeconómica.



68

Departamento Nacional de Planeación

prioritaria. En algunas regiones el factor que imposibilita una cobertura total es el costo del transporte 
de la comunidad que llega a incrementar los precios de los servicios en un 70% del valor real.

La cuota compensatoria oscila entre $300 y $500 y en el 50% de los casos, el servicio no se cancela. 
Actualmente el suministro de la asistencia nutricional demanda la preparación de una minuta que 
cubre los requerimientos nutricionales diarios de los niños, la cual es establecida por el ICBF y 
ajustada por los centros zonales de acuerdo con las necesidades del caso.

5.3 Percepción de los directores regionales y zonales sobre la focaliza-
ción

Los directores regionales y zonales manifiestan guiarse, para efectos de focalización, por los lineamientos 
técnicos  y administrativos,  ello ha implicado que en la práctica, la mayoría de proyectos adopte el 
Sisbén como mecanismo de focalización. No obstante lo anterior, se presentan inconvenientes en el 
momento de focalizar, los cuales plantean al responder una encuesta enviada vía correo electrónico.

Entre los directores regionales y zonales se menciona una diversidad de aspectos al definir los 
conceptos de vulnerabilidad económica, cultural, de derechos, psicológica, y nutricional. Y, mientras 
que para los operadores de los HCB, el concepto de vulnerabilidad alude a condiciones de pobreza, 
riesgo, maltrato o abandono, o se desconoce; el de vulnerabilidad económica es concebido por los 
directores regionales y zonales en función del nivel de ingresos del hogar o el individuo, el acceso a 
bienes y servicios, la situación de desplazamiento, la condición de riesgo, la inseguridad alimentaria, 
indicadores como el Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), el Índice de Desarrollo 
Humano (IDH), la clasificación en niveles 1 y 2 del Sisbén, la condición de desempleo o trabajo 
informal, e incluso el crecimiento económico. La no unanimidad en la definición de vulnerabilidad 
económica aparece por tanto en conexión al uso de una variedad de mecanismos de identificación de 
los usuarios potenciales del servicio.

5.3.1 Definición del concepto de vulnerabilidad y su identificación

Los aspectos mencionados para definir vulnerabilidad psicológica se relacionan con el entorno 
familiar violento, la condición de abandono, inestabilidad afectiva y la falta de reconocimiento; la 
capacidad para solucionar conflictos o problemas, la falta de recursos para el apoyo psicosocial como 
elemento institucional, la baja autoestima, ansiedad, estabilidad emocional, inseguridad y la dificultad 
para la adaptación social; la carencia de factores protectores y de pautas de crianza, y la integridad 
física y emocional.

Se aprecia una multiplicidad de elementos en la definición e identificación de los distintos tipos de 
vulnerabilidad, una situación que impregna complejidad a la focalización. Esto es, la posibilidad de 
traslapes entre los distintos tipos de vulnerabilidad implica hablar de un concepto general que abarque 
los aspectos considerados de mayor relevancia. Trabajar en este sentido evitaría a los coordinadores 
de los programas a incurrir en subjetividades que en últimas conducen a errores de focalización. 

A manera de ilustración, seguidamente se listan los diferentes conceptos que los entrevistados 
reportaron en las encuestas aplicadas.

• Para identificar la vulneración psicológica se alude a la necesidad de determinar la condición de 
abuso, maltrato, derechos vulnerados; a observar el comportamiento, o la capacidad del niño para 
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resolver situaciones difíciles; verificación de la condición de riesgo físico y psicológico, violencia 
intrafamiliar, familias disfuncionales, existencia de deficiencias emocionales, físicas y económicas, 
bajo rendimiento y deserción escolar; inclusión en procesos socio-legales, denuncias, presencia de 
lesiones, prostitución, intento de suicidio, y remisión de otras instituciones.

• La vulnerabilidad nutricional, es definida en términos de la falta o carencia de alimentos tanto 
en cantidad como en calidad, las condiciones de salud, el bajo poder adquisitivo, la carencia de 
recursos, la existencia de cinturones de miseria, el acceso a una ingesta mínima y los hábitos 
alimentarios, necesidades básicas, seguridad alimentaria, y deficiencias en saneamiento.

• Para su identificación se usan medidas antropométricas –bajo peso para la edad, bajo peso para 
la talla, delgadez extrema, retraso en crecimiento–, observación de partes del cuerpo como el 
abdomen, cabello –signo de bandera–, piel, estado de salud (palidez conjuntiva, caquéctico, 
presencia de enfermedades inmunoprevenibles), anamnesis alimentaria (hábitos alimentarios), 
área geográfica, bajo rendimiento, deserción escolar, repitencia escolar, condiciones anímicas, 
caracterización de la familia, acceso a seguridad social (Sisbén), connotación de desplazado, 
remisión de otras entidades, nivel socioeconómico e ingreso, y costumbres. Para establecer tales 
condiciones se adelantan diagnósticos sociales, revisión de la historia familiar, información de la 
comunidad, valoración nutricional o valoración clínica, observación directa, conocimiento del 
entorno, y realización de entrevistas. 

• Frente al concepto de vulneración cultural se menciona, la línea de pobreza, la condición de 
discriminación, marginalidad, exclusión, segregación, libertad de expresión y pobreza, el acceso a 
educación y recreación, las diferencias étnicas, pertenencia a minorías étnicas, las condiciones de 
inferioridad, el derecho a la identidad cultural y el desconocimiento de la cultura, las restricciones 
en la oferta de servicios culturales, los patrones y pautas de crianza, las acciones conductuales y 
la adaptación al medio, la pobreza en el lenguaje y el desarrollo intelectual, la condición de riesgo, 
el ámbito cultural al cual se pertenece, la desesperanza y la falta de participación, las actitudes y 
comportamientos, y los desplazamientos masivos.

• Para identificar la vulnerabilidad cultural se acude a la observación de las actitudes y 
comportamientos, ansiedad, motivación, y dificultades del niño para integrarse, su baja motricidad, 
la presencia de inactividad y deserción escolar, edad cognoscitiva, expresión verbal, maltrato, 
rechazo, falta de protección o apoyo social, violación o desconocimiento de los derechos o 
condición de marginalidad. Otros aspectos considerados y mencionados más con la estrategia 
misma, es decir con la realización de un diagnóstico social, entrevista, observación, investigación 
psicosocial o contacto, y la revisión del NBI.

• La vulneración de derechos se menciona en función de las limitaciones en el acceso a los servicios, 
el consumo de sustancias psicoactivas, la ausencia de garantía de derechos, el riesgo, peligro o 
amenaza que atenta contra los derechos, la presencia de conflicto familiar y de condiciones en 
las cuales los adultos no asumen el rol que les corresponde, la situación de peligro, abandono 
o maltrato, las condiciones de pobreza extrema, los derechos fundamentales, la inexistencia de 
políticas públicas, el desarrollo integral, la mala administración del patrimonio del menor o la 
carencia de representante legal, y la no satisfacción de sus necesidades.

• Para la identificación de la vulneración de derechos se tiene en cuenta el análisis del entorno 
familiar; otras características propias de condiciones de vulnerabilidad económica, psicológica 
y cultural, la carencia de posibilidades para mejorar las condiciones de vida y el incumplimiento 
de requerimientos para el desarrollo integral, las condiciones físicas, afectivas y ambientales, las 
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denuncias y remisiones de otras entidades, la presentación personal, la demanda espontánea, 
y el ingreso a los servicios del ICBF en aras de restablecer el ejercicio de los derechos. Estos 
elementos se establecen mediante visita domiciliaria, la constatación de la situación irregular, la 
confrontación de los derechos frente a los estipulados en el Código del Menor96, diagnósticos 
sociales, la observación directa, y la investigación psicosocial.

5.3.2 Selección de áreas y facilidad en la aplicación de los criterios de focalización

Las áreas donde se prestan los servicios se seleccionan según las condiciones de vulnerabilidad o riesgo 
de sus residentes, la presencia o los efectos generados por el conflicto armado, la demanda de los 
servicios por la comunidad o de los consejos de política social, la ausencia de los servicios demandados, 
haber sido afectado por desastres naturales, la condición de marginalidad, la concentración de pobreza 
y la presencia de asentamientos subnormales, ocupación por parte de población desplazada, y sus 
características en términos de infraestructura física y equipamiento de servicios públicos.

Para seleccionar las áreas se realizan diagnósticos sociales; mediante el uso del Sisbén que se cruza con 
otras fuentes de información, se apoya en los lineamientos técnicos, la estratificación socioeconómica, 
listados censales, los manuales de proceso, los mapas de pobreza, la observación directa, el NBI, e 
información de diferentes fuentes. Es decir, se observa, heterogeneidad en los aspectos que apoyan 
la decisión para prestar un servicio en una cierta área.

A la pregunta, ¿en su regional, qué criterios se adoptan para seleccionar las áreas en las cuales se 
prestan los servicios? Tres entrevistados hicieron referencia al área administrativa: de prevención y de 
restitución de derechos, en las cuales a su vez se abordan problemas de nutrición, de tipo psicosocial 
y sociolegal. 

De los programas con mayores dificultades para identificar potenciales beneficiarios hace parte el 
HI como el más referido, seguido en orden de importancia por el de asistencia nutricional al escolar 
y adolescente (restaurantes escolares), los programas orientados a población desplazada, FAMI, 
atención terapéutica, educador familiar. A éstos sigue un conjunto de proyectos mencionados con 
igual frecuencia: HCB (tradicionales y empresariales), materno infantil, asistencia y asesoría a la familia, 
y rural disperso. Finalmente, con menor frecuencia, los entrevistados mencionan como programas 
con dificultades para la identificación de los usuarios los de protección y maltrato infantil. Sólo una 
persona, manifiesta que no se presenta dificultad alguna en materia de focalización.

Al preguntar por los criterios adoptados en los programas con dificultades de focalización se menciona 
el Sisbén, la ubicación geográfica, la edad, la estratificación socioeconómica, y la autofocalización, que 
en el caso de los HI está demarcada por la capacidad de pago para cancelar las cuotas de participación. 
Los entrevistados también mencionan una serie de acciones como la realización de estudios sociales, 
historia familiar, observación directa, visitas domiciliarias, conversatorios con la comunidad y 
divulgación a través de medios de comunicación, entre otros.

Los directores regionales y zonales consultados perciben que la exclusión de beneficiarios oscila en 
un rango que varía entre el 10% y el 70% de la demanda potencial. Del programa adulto mayor Juan 
Luis Londoño de la Cuesta, que utiliza el Sisbén como mecanismo de focalización, se afirma que 
excluye entre el 20% y el 50% de la demanda potencial97. Como excluidos de los HI se mencionan 

96 Actualizado mediante la Ley de Infancia, sancionada en junio de 2006.
97 Mayores de 60 años, desplazados o en nivel 1 del Sisbén que no son beneficiarios de otros programas sociales como el 

PPSAM.
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a quienes no pueden cancelar la cuota de participación y para el programa de restaurantes escolares, 
a los estudiantes de secundaria y a los hermanos que sólo pueden pagar una cuota. Se afirma que 
los HI atienden población perteneciente a estratos socioeconómicos distintos a los concebidos. Es 
precisamente para los HI que se refiere el mayor porcentaje de exclusión –el 70% de la demanda 
potencial98–. 

En los restaurantes escolares no ha sido fácil guiarse por el criterio de autofocalización, edad y grado 
de escolaridad e incluso por la aplicación del Sisbén, situación que ha originado un nivel de exclusión 
estimado por los directores regionales y zonales del ICBF, entre un 30% y  un 50% de la demanda 
potencial99. Tampoco ha sido fácil lograr que los desplazados presenten el registro SUR expedido por 
la Red de Solidaridad100, pues no desean ser identificados. Algunos directores regionales y zonales del 
ICBF mencionan la exigencia del registro civil como requisito difícil de aplicar en la práctica. 

El grado de exclusión en los hogares comunitarios y en el programa FAMI llega a un 50% de la 
demanda potencial101. Para estos programas se plantea el caso de excluidos en razón a la regla de no 
asignación de beneficios a quienes pertenecen a otros programas.

Los entrevistados mencionan con frecuencia dos mecanismos de focalización cuya aplicación se 
considera fácil, el Sisbén y la autofocalización. Estos criterios aparecen en conexión a los HI, asistencia 
nutricional al escolar y adolescente, HCB, FAMI, jardines comunitarios, clubes juveniles y prejuveniles, 
líderes en acción, subsidios condicionados, educadores familiares, círculos de apoyo, rural disperso, 
bono rural, dinamizadores, dulce amor, familias en crisis y apoyo al desarrollo psicosocial. En algunos 
casos se afirma que el Sisbén ha resultado fácil de aplicar en todos los programas.

5.3.3 Principales razones que marcan el fin de la condición de beneficiario

A las preguntas ¿En su regional es posible perder la condición de beneficiario de un servicio?, ¿cuáles 
son las razones de la salida relacionadas con el proceso de focalización?, los directores regionales y 
zonales del ICBF manifiestan razones asociadas al cambio de las características del beneficiario y al 
incumplimiento de los requisitos del proceso de selección y la motivación que el beneficiario tiene 
frente al servicio. Se obtienen respuestas como abandono del cupo, inasistencia del beneficiario o falta 
de interés y compromiso; falsedad de información, cambio de domicilio, aplicación del nuevo Sisbén 
o cambio de nivel de clasificación; cambio de las condiciones que otorgan la calidad de beneficiario o 
incumplimiento de ellas, superar la edad exigida, término de la medida de protección; altas cuotas de 
participación o su no cancelación; y para el caso explícito de los HI, la pérdida de empleo del padre 
de familia. 

Recibir atención de varios servicios se menciona también entre las razones de pérdida de la condición 
de beneficiario. En la mayoría de casos, la condición de beneficiario de un servicio excluye el acceso 
a otros; quien se beneficia de un hogar de bienestar no puede por ejemplo, obtener un subsidio del 
programa Familias en Acción. Alrededor de un 6% de los entrevistados afirmó que no existe razón 
alguna que determine la salida de un servicio. El 15%, respondieron no aplica.

98 Niños menores de 5 años en niveles 1 y 2 del Sisbén, cuyos padres por razones de trabajo o estudio deben ausentarse 
durante el día. 

99 Niños escolarizados entre 5 y 14 años en niveles 1 y 2 del Sisbén.
100 En la actualidad funciona el Sistema de Información de Población Desplazada (SIPOD).
101 Niños menores de 2 años o familias con mujeres gestantes o lactantes clasificadas en niveles 1 y 2 del Sisbén. 
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5.3.4 Propuestas para mejorar la focalización

Identificadas las dificultades en el proceso de focalización, los directores regionales y zonales realizan 
varias recomendaciones conducentes a mejorar ese proceso. Estas recomendaciones constituyen 
la respuesta a las preguntas ¿considera que entre los programas o proyectos que se adelantan en 
su regional, existe alguno o algunos cuyos criterios de focalización deberían cambiarse? Por favor 
descríbalos ¿Qué criterios propondría en cada caso? y, ¿qué aspectos considera deberían mejorarse en 
cuanto a la focalización de los servicios?

Los HI, el programa de asistencia nutricional –desayunos infantiles, restaurantes escolares–, el 
programa adulto mayor Juan Luis Londoño de la Cuesta, la demanda espontánea, atención extrajudicial, 
atención complementaria, y en algunos casos los HCB, figuran entre los que se mencionan con mayores 
dificultades en materia de focalización. Frente a los HI se propone excluir la cuota de participación o 
modificar el rango en las tasas compensatorias, para que incluya como beneficiarios exclusivamente a 
niños en niveles 1 y 2 de Sisbén, y mejorar el uso de la estratificación socioeconómica. 

Parte de los entrevistados afirman que los desayunos infantiles deben incorporar la edad a partir 
del primer año de vida entre los mecanismos de focalización y beneficiar a los niños del nivel 2 de 
Sisbén. Los restaurantes escolares deberían cubrir a los estudiantes de secundaria en condición de 
vulnerabilidad y, en especial, a los residentes en zona rural.

De los HCB se manifiesta que guiados por el criterio de edad, deberían restringirse a los menores 
entre 0 y 5 años. Para el programa de adulto mayor que utiliza el Sisbén, se propone permitir el acceso 
a los ancianos vulnerables y otorgar el subsidio a través de un proceso de selección descentralizado. 
Finalmente, para los proyectos que se atienden a través de demanda espontánea, se propone ampliar 
la cobertura de beneficiarios hasta el nivel 3 de Sisbén.

De modo general se hacen propuestas aplicables a los distintos servicios como las de introducir un 
sistema de información (georreferenciado) que complemente los criterios de focalización existentes; 
ampliar la cobertura a personas clasificadas en los niveles 3 y 4 de Sisbén; focalizar utilizando la línea 
de pobreza y el acceso a empleo; la no exclusividad en los criterios de focalización adoptados en 
todos los programas del ICBF; conducir a la aplicación de las cuotas de participación autorizadas o 
no cobrarlas;, flexibilizar la exigencia del registro civil; y rediseñar el Sisbén.

Como aspectos que deberían mejorarse se mencionan: actualizar el Sisbén y cruzarlo con otras 
fuentes; generar un software para controlar la entrada y salida de beneficiarios; propender por la 
coordinación interinstitucional y lograr el compromiso de los alcaldes y entes territoriales; aumentar 
el presupuesto disponible para focalización; ampliar coberturas; formar a la ciudadanía para que 
ejerza el control social; aumentar los niveles de estratificación socioeconómica objeto de focalización; 
ampliar la edad límite para acceder a los beneficios de los HCB y HI, en casos excepcionales; otorgar 
desayuno infantil a niños beneficiarios de los HCB; considerar la atención a población desempleada, 
subempleada y discapacitada; revisar el requisito de certificado SUR de la Red de Solidaridad, y lograr 
la obligatoriedad en las normas de focalización establecidas. Se encuentran respuestas en las cuales se 
afirma que se deben cambiar todos los criterios de focalización, pero igualmente otras en las que los 
entrevistados afirman que los criterios existentes son adecuados y, por lo tanto, no deben cambiarse.

En términos generales, el análisis lleva a concluir que más que un cambio radical en los criterios de 
focalización, se requiere revisar los procesos mediante los cuales éstos se aplican de forma tal que 
clarifique cada uno de los pasos propios de la focalización –identificación, selección, asignación, 
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egreso–. Tal revisión incluye generar acuerdos en materia de conceptos para evitar la diversidad en los 
elementos que permiten la aplicación de uno u otro concepto. Esto es la identificación de la existencia 
o cesación de situaciones de vulnerabilidad o pobreza relativas. Un aspecto adicional por reconsiderar 
son los mecanismos de focalización que pueden actuar como sustitutos y los que conviene combinar, 
de tal forma que el proceso de focalización gane en eficiencia y se posibilite la evaluación de los 
programas.

Finalmente, debería evaluarse la consistencia de los criterios de priorización de los programas y en 
particular los adoptados en el de HI. Estos criterios más que otorgar eficiencia a la focalización 
podrían estarse convirtiendo en factores conducentes tanto a errores de inclusión como de exclusión; 
además, dificultan la evaluación de los programas al restar claridad para definir la población objetivo 
o la demanda potencial.

5.4 Aseguramiento subsidiado en salud

La Ley 100 de 1993 modifica el régimen de subsidios definido por la Ley 10 del mismo año e introduce 
el cambio en la asignación de subsidios de la oferta a la demanda. Es decir, el subsidio pasa de ser 
otorgado en gran medida a los hospitales públicos encargados de la prestación del servicio para ser 
entregado al beneficiario mismo. La nueva forma de asignación de los subsidios implica transferir 
los recursos del nivel central a los municipios, los cuales luego de certificarse, están en capacidad 
de realizar el proceso de selección de entidades aseguradoras en el régimen subsidiado (ARS) y de 
identificar los beneficiarios del subsidio.

El Acuerdo 244 de 2003 define la forma y las condiciones de operación del régimen subsidiado,  y 
ordena a los entes municipales tener en cuenta vulnerabilidades de tipo cultural, político y social al 
otorgar el acceso al aseguramiento subsidiado. De esta forma,  el artículo 7º de dicho Acuerdo brinda 
lineamientos para priorizar la entrada de beneficiarios, y describe el ordenamiento para la atención 
de tales vulnerabilidades. El componente cultural debe dar prioridad a la población indígena, en 
lo político a los desmovilizados de grupos al margen de la ley, y en lo social a los desplazados. La 
atención se otorga preferentemente a los hogares con jefatura femenina, a los recién nacidos, a los 
niños menores de 5 años, a la población con discapacidad identificada mediante Sisbén y a personas 
de la tercera edad. 

Frente a las condiciones que marcan la pérdida del subsidio, el beneficio otorgado por este Acuerdo 
en su artículo 61 se restringe exclusivamente a las mujeres en estado de gestación o durante el período 
de lactancia y a los niños menores de 1 año con su respectivo grupo familiar. En este grupo de 
personas se conserva el subsidio, no obstante se presente una modificación en el nivel de Sisbén 
asignado originalmente. Se deja de lado a los discapacitados, ancianos y menores. Dar cumplimiento 
a lo estipulado en el Acuerdo 244 implica considerar los aspectos implícitos en el funcionamiento 
del régimen subsidiado, situación que en la práctica no se lleva a cabalidad, tal como se concluye del 
análisis de la información recopilada en campo.  

Aseguramiento en salud: resultados en campo

Para los administradores del Sisbén y los coordinadores del régimen subsidiado la aplicación de las 
encuestas es el principal inconveniente en el momento de focalizar. Al preguntar por los problemas 
en la implementación del mecanismo de focalización, el 75% de los inconvenientes están relacionados 
con la aplicación de la encuesta, dado el peso otorgado a la estratificación y las posibilidades de 
adulterar la información  mediante la certificación de un estrato distinto al correspondiente, la falta 
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de personal para aplicar la encuesta de modo oportuno, y en ocasiones, ante condiciones de seguridad 
en las zonas en las cuales se deben aplicar. Entre los coordinadores de régimen subsidiado ese factor 
incide para el 24,8% de los encuestados. Proporción que manifiesta la presencia de inconvenientes en 
términos de la publicación de las listas y la selección de los beneficiarios.

Se presentan otros elementos que generan asimetrías en términos de identificación de los 
beneficiarios del servicio: las presiones políticas afectan en un 28,6% al régimen subsidiado y un 25% 
al administrador Sisbén; el suministro de información falsa para ser clasificado en un nivel Sisbén bajo 
es un fenómeno que se presenta frecuentemente y que menciona el 71,4% de los coordinadores del 
régimen subsidiado entrevistados y el 75% de los administradores Sisbén. 

En conclusión, tanto el administrador Sisbén como el de régimen subsidiado sugieren que para 
ampliar la cobertura de los servicios subsidiados en salud este instrumento debe usarse y que además 
debe exigirse a lo largo del país para el acceso a todos los programas sociales. Sin embargo, debe 
realizarse un ajuste en la encuesta con el cual se limite el peso de la estratificación socioeconómica, y 
se incluyan variables indicadoras de la condición de desplazado, reinsertado, discapacidad y edad.  

Los administradores de régimen subsidiado recomiendan actualizar la normativa, capacitar los 
funcionarios a través de incentivos; además controlar la identificación y la información suministrada 
por los potenciales beneficiarios.

5.5 Costos de focalización en programas de apoyo a la primera infancia

Los costos incurridos al administrar la focalización de los programas del ICBF analizados hacen parte 
del costo de asistencia técnica, sin contar con elementos que permitan discriminarlos con exactitud. 
La metodología que se reporta a continuación constituye, por lo tanto, un intento para aproximar los 
costos de asistencia técnica de dichos programas. Esta sección describe también los costos relacionados 
con la implantación del Sisbén, estimados por la Dirección de Desarrollo Social del DNP.

El proceso de estimación de los costos de focalización de los servicios de apoyo a la primera infancia 
tiene como referente el rubro de asistencia técnica definido como el “proceso integral para el 
fortalecimiento del servicio público de bienestar familiar, punto de anclaje entre los diferentes niveles 
del ICBF y del SNBF”. 

Para aproximar los costos de focalización se determinó la participación de la asistencia técnica en 
cada departamento, teniendo en cuenta cada uno de los programas que están considerados como 
apoyo a la primera infancia (menores de 6 años). El cálculo supone que los costos de focalización 
hacen parte del componente de asistencia técnica, y que ellos varían en función del comportamiento 
de los ingresos de soporte a la gestión. Cuando se considera la cuenta de soporte de apoyo a la gestión se 
están incluyendo los recursos que mejoran la capacidad técnica de los servidores públicos. Esto es, la 
capacidad para evaluar y gestionar cada proyecto, basándose en un sistema dinámico que cumple un 
objetivo común.

La asistencia técnica es un proceso integral para el correcto funcionamiento de cada uno de los 
programas sociales del ICBF. En consecuencia, la importancia otorgada a este rubro es, en términos 
de mejoramiento del servicio, uno de los aspectos más relevantes para su correcto funcionamiento. 
La asistencia técnica es un monto que no se distribuye homogéneamente entre los distintos 
departamentos, y que adopta una ponderación con el fin de evitar la presencia de rangos más amplios 
que generen valores inconsistentes asignados a los departamentos o a los programas.
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El valor por concepto de asistencia técnica se obtiene de la cuenta soporte de apoyo a la gestión del 
proyecto102. El procedimiento parte del porcentaje correspondiente a la asistencia técnica en la cuenta 
de soporte de apoyo a la gestión para el nivel nacional, el 10,7% ($1.027.733.799) en 2005. A partir 
de este valor, se obtiene el porcentaje correspondiente a cada departamento utilizando la distribución 
del gasto total del país entre los departamentos. Por ejemplo, el gasto total en Antioquia es de 
$9.039.789.584 valor que representa el 7,1% del total nacional en asistencia técnica. Este mismo 
procedimiento se adopta para obtener el valor por asistencia técnica en los demás departamentos. 
Con la información así obtenida se mantiene una tendencia que aproxima el comportamiento del 
gasto departamental. Esto implica llegar a establecer valores por asistencia técnica similares para 
departamentos con niveles de desarrollo relativamente equivalentes, por ejemplo Valle y Antioquia. 
Los resultados se consignan en el cuadro 16.
 

Cuadro 16. Asistencia técnica por departamento

Luego de obtener el rubro correspondiente a asistencia técnica por departamento se procede a calcular 
el valor anual para cada uno de los programas.  Éste se realiza estableciendo una proporción para 
cada uno de los programas de la siguiente manera: si el gasto total de Antioquia es $69.038.523.524 
y el 12,2% corresponde al monto destinado a los gastos de funcionamiento de los HCB, es éste el 
porcentaje que se le asigna como participación de dicho programa en el total de asistencia técnica del 
departamento. 

Los costos de focalización de cada uno de los programas por usuario se obtienen a partir de la 
siguiente relación:

El gasto mensual en asistencia técnica por usuario se consigna en el cuadro 17 para cada programa 
analizado en los departamentos a los cuales pertenecen los municipios visitados.

102 Es una cuenta que hace alusión a cada uno de los proyectos ejecutados por el ICBF y que, por lo tanto, aparece incluida 
en la Ejecución Presupuestal de la entidad.
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El mayor costo en asistencia técnica entre los distintos programas corresponde al HI, del cual se 
ha afirmado es uno de los que presenta mayores problemas de focalización. El valor más alto se 
encuentra en el departamento del Cauca ($1.773,8 por mes), en donde se ubica Guapi, municipio para 
el cual se observan dificultades relacionadas con la disponibilidad de los insumos requeridos para una 
prestación eficiente de los servicios.

En orden jerárquico se observa que los servicios con mayor valor en asistencia técnica son: Hogar 
FAMI ($ 729,1) en Nariño; HCB grupales ($ 334,4) en el Valle del Cauca, explicado éste en buena 
parte por la alta demanda que se ha generado en respuesta a la conformación de varios hogares 
grupales; y los HCB de tiempo completo ($257,1) en Bogotá.

En general, la asistencia técnica en los servicios de apoyo a la primera infancia es más costosa en 
los departamentos de Cauca ($ 2.130), Nariño ($1.801), Valle del Cauca ($1.304), Bogotá ($1.199), 
Antioquia ($1.169), Chocó ($120), Cesar ($85), Norte de Santander ($61) y Risaralda ($32).

Es importante clarificar que a partir de los cálculos se observan fuertes diferencias en relación con los 
departamentos clasificados según su nivel de desarrollo. Por ejemplo, cuando el gasto por asistencia 
técnica para los HCB se calcula alrededor de $194 por mes en Antioquia, el correspondiente al 
departamento del Chocó apenas llega a los $2,2 y a $4,3 en Risaralda.
 

 Cuadro 17. Asistencia técnica por usuario (valor mensual)
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5.6 Conclusiones y recomendaciones 

A manera de conclusión se puede anotar que en el HCB la selección de beneficiarios está determinada 
por la necesidad, bien sea económica o social, demarcada por la aplicación del concepto de 
vulnerabilidad. Se observa, sin embargo, entre las madres comunitarias el desconocimiento de dicho 
concepto, y una diversidad de elementos aludidos en relación a él entre los directores regionales y 
zonales del ICBF. En ambos casos, el desconocimiento o diversidad genera asimetrías de información 
en la identificación y selección de los beneficiarios. 

La falta de cupos es el principal limitante para la prestación del servicio en los HCB. En los 10 
municipios en los cuales se realizó el estudio de casos no existe una homogeneidad en la cuota 
compensatoria, cuyo valor oscila entre los $10.000 y $20.000 y supera el rango máximo establecido. 
Aunque el uso del Sisbén en los diferentes municipios está supeditado al contexto en el cual se presta 
el servicio, los usuarios FAMI al igual que los del HCB tienden a concentrarse en los niveles 1 y 2. La 
cuota compensatoria para este programa se encuentra entre $2.000 y $4.000. 

El criterio de no exclusión en el acceso al servicio es claro para las prestadoras del programa FAMI, 
pero ellas, a su vez, carecen de claridad frente al concepto de vulnerabilidad, determinante para lograr 
la condición de beneficiario.

Los criterios adoptados por el ICBF para la selección de usuarios del HI no permiten el acceso de los 
más pobres. A ello contribuye tanto el diseño del instrumento adoptado para calificar las condiciones 
socioeconómicas del niño, y en consecuencia, para establecer su condición de beneficiario, como la 
subjetividad resultante al aplicarlo. Dicha restricción está explicada en buena parte por el rango de las 
cuotas de participación, que sesga el servicio hacia grupos de hogares de ingreso medio. Se requiere, 
una revisión de los criterios de selección establecidos para el disfrute de los beneficios y del valor de 
las cuotas de participación.

El costo de los insumos en algunas regiones del país y la restricción de cupos en la mayoría de 
municipios ha llevado a que en los restaurantes escolares no se pueda cubrir una mayor proporción 
de estudiantes. Los más afectados son los estudiantes de secundaria de sectores vulnerables, excluidos 
por el criterio de edad establecido. 

Un mejor funcionamiento del programa de restaurantes escolares exige el uso de una herramienta 
de focalización geográfica que permita determinar las zonas donde el servicio se requiere con mayor 
prioridad. De igual forma, los entrevistados proponen que la focalización no priorice la asignación 
de beneficios a estudiantes en condiciones de vulnerabilidad social y nutricional, que cursan la básica 
secundaria. En este programa, la cuota de participación no debe constituir un freno para acceder a 
estos servicios.

El Sisbén es el mecanismo de focalización utilizado con mayor frecuencia entre los programas sociales 
analizados. Los directores regionales y zonales, refieren, un conjunto de programas orientados a 
adultos, jóvenes y niños, cuyos beneficiarios se identifican a través de dicho mecanismo. También se 
presentan anotaciones respecto del cambio metodológico a partir del cual, personas que se consideran 
pobres han pasado a ser incluidas en niveles que les excluyen del subsidio.

El Sisbén debe ajustarse para que dé menor peso a la estratificación socioeconómica y permita la 
inclusión de algunas variables indicadoras de condiciones de vulnerabilidades. La normativa que lo 
rige debe ser actualizada y se requiere capacitar constantemente a los funcionarios encargados del 
proceso de focalización en las regiones. El sistema debe controlar los factores que incentivan la 
inclusión como beneficiario cuando no se cuenta con las condiciones exigidas.
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